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TEMA:   SOBRE LA RAZONABILIDAD 

RESUMEN: El  presente  trabajo  aborda  el  tema  “   Sobre  la
Razonabilidad ”.En el Primer punto se desarrolla el concepto de
razonabilidad,  así  como  los  tipos  de  razonabilidad  jurídica:
razonabilidad de la ponderación y de la selección. En un segundo
punto se presenta un desarrollo jurisprudencial sobre  el juicio
de  razonabilidad, abordándose tanto la  razonabilidad técnica,
como jurídica.
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1 DOCTRINA

Sobre la razonabilidad
[VARGAS MONTERO, Alejandra]1

-En un sentido general, el término «razonabilidad» hace alusión a
la razón, razonamiento, o bien a algo racional, conceptos que si
bien es cierto desde el punto de vista de la lógica son diferentes
entre sí, en el campo jurídico se usan indistintamente.
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Entre las múltiples significaciones de la palabra «razón», la Real
Academia Española entiende, entre otras: "Facultad de discurrir.
2.- Acto de discurrir el entendimiento. 3.- Palabras o frases con
que se expresa el discurso. 4.- Argumento o demostración que se
aduce en apoyo de alguna cosa. 5.- Motivo o causa. 6.- Orden y
método en una cosa. 7.- Justicia, rectitud en las operaciones, o
derecho  para ejecutarlas..." Algo «razonable» es por lo tanto,
"arreglado, justo, conforme a razón"2. (El subrayado no es del
original).
«Razonar» es "discurrir manifestando lo que se discurre, o hablar
dando razones para probar una cosa", siendo que un «razonamiento»
puede  definirse  como  una  "serie  de  conceptos  encaminados  a
demostrar una cosa o a persuadir o mover a oyentes o lectores."3
(El subrayado no es del original).
Por su parte la «racionalidad» puede entenderse como la "facultad
intelectiva que  juzga  de  las  cosas con  razón,  discerniendo  lo
bueno  de  lo  malo,  y  lo  verdadero  de  iofalsG",  siendo  algo
«racional» si está "arreglado" conforme a razón."

(....)
La  razonabilidad  en  el  Derecho  es  una  “  técnica  valiosa  para
proteger  los  derechos  verdaderamente  fundamentales”.  De  esta
forma,  al  igual  que  el  principio  de  la  proporcionalidad,  su
función es esencial dentro de un Estado de Derecho, consistiendo
la misma en la protección de los administrados contra medidas que,
emanadas del Estado mismo, lesionan innecesariamente el contenido
esencial de éstos derechos.

Razonabilidad de la ponderación

Puede distinguirse dos especies de razonabilidad e irrazonabilidad
jurídica: la de ponderación y la de selección.
(...)
Toda norma jurídica positiva contiene esta estructura lógica más
los  contenidos  dogmáticos  que  consisten  en  la  descripción
lingüística de conducta por vocablos y su contenido significativo.
Así- tenemos la norma legislativa:
Dado un contrato de compra-venta (H) debe ser la entrega de la
cosa (P) al comprador (At) por el vendedor |Ao) y el pago del
precio  (P)  al  vendedor  (At)  por  el  comprador  (Ao).  Dado  el
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incumplimiento de algunas de esas obligaciones (no P) debe ser la
sanción de cumplimiento forzado o pago de daños (S).
En el  acto  de  dictarse  esta norma  se  da,  por  lo pronto,  una
valoración jurídica comparativa de igualdad —es decir de justicia—
entre la primera parte de la endonorma y la segunda. O sea, entre
el antecedente y el consecuente de la endonorma. También se da una
valoración del mismo tipo entre la primera parte de la perinorma y
la segunda. Es decir, entre el antecedente y el consecuente de la
perinorma.  Se  trata  de  la  justicia  que  como  solidaridad,
cooperación, poder, paz, seguridad u orden, asiste al hecho de
imputar a un antecedente (H) un consecuente (P) como debido a otro
antecedente (no P) un consecuente (S) como debido. Para que haya
razonabilidad o justicia debe haber cierta igualdad o equivalencia
axiológica, entre el antecedente y el consecuente de endonorma y
perinorma.
Trátase  ésta  de  una  razonabilidad  —o  en  su  caso  del
írrazonabilidad— en la imputación y que en el derecho  de los EE.
UU. se conoce como balance of convenience rule.
Estas  imputaciones  son  valoradas  así,  en  cuanto  respeten  la
igualdad, como justas. Es decir, como razonables . Hay una cierta
racionalidad de justicia por equivalencia en  que quienes celebran
un contrato de compraventa  estén I obligados a cumplir ciertas
prestaciones.  No  se  da  en  esto   ninguna  injusticia  o
Írrazonabilidad. Hay una ponderaciónI jurídica entre H y P y entre
"no P" y "S" y su resultado es la merituación de razonabilidad que
llamamos: razonabilidad de la ponderación.

Razonabilidad de la selección
[VARGAS MONTERO, Alejandra]2

La razonabilidad en la selección consiste en la determinación del
hecho antecedente de la endorma, o sea los supuestos de hecho que
una  norma  cobija,  siendo  que  al  ser  determinados  por  el
legislador, pueden dejarse por fuera situaciones iguales a las
normadas.  Así,  pese  a  ser  iguales quedarán  reguladas  de  forma
diversa, con lo que introduce una distinción que debe valorarse en
base a parámetros de justicia o razonabilidad. Se trata por lo
tanto del principio constitucional de la igualdad ante la ley,
consagrado en el artículo 33 de la Carta Magna.
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Con  fundamento  en  la  razonabilidad  de  la  selección,  hechos
valorados como iguales deben regularse de igual manera, y si se
excluyen del alcance de una norma en particular esa distinción es
irrazonable y por ende inconstitucional. A contrario sensu, hecho
diversos no pueden regularse de forma igual, porque en este caso
dicha uniformidad de tratamiento sería irrazonable.

2 JURISPRUDENCIA

La doctrina estadounidense juicio de razonabilidad
[SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA]3

"Artículo 71: El Juez, en sentencia motivada, fijará la duración
de la pena que debe imponerse de acuerdo con los límites señalados
para  cada  delito,  atendiendo  a  la  gravedad  del  hecho  y  a  la
personalidad del partícipe.

Para apreciarlos tomará en cuenta:

Los aspectos subjetivos y objetivos del hecho punible;

La importancia de la lesión o del peligro;

Las circunstancias de modo, tiempo y lugar;

La calidad de los motivos determinantes;

Las demás condiciones personales del sujeto activo o de la víctima
en la medida en que hayan influído en la comisión del delito; y
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La conducta del agente posterior al delito.

Las  características  psicológicas,  psiquiátricas  y  sociales,  lo
mismo  que  las  referentes  a  educación  y  antecedentes,  serán
solicitadas al Instituto de Criminología el cual podrá incluír en
su informe cualquier otro aspecto que pueda ser de interés para
mejor información del Juez."

Es  entonces  a  partir de este  artículo  que el juez  cuenta  con
determinados parámetros a los que debe circunscribirse para fijar
el monto y tipo de la pena a imponer dependiendo de cada caso en
concreto.  Sin  embargo,  para  que  se  pueda  hablar  de  una  sana
aplicación de lo dispuesto por este numeral, es indispensable que
las normas que contienen las sanciones sean claras y le permitan
al juzgador moverse dentro de un grupo de sanciones diferentes a
aplicar en la medida en que son diferentes las conductas a juzgar;
que exista un sistema de graduación de las sanciones con límites
mínimos y máximos de pena bien delimitados, que le permitan al
juzgador operar dentro de los mismos y que atiendan a criterios de
razonabilidad y proporcionalidad.

IV.-  El  principio  de  razonabilidad  surge  del  llamado  "debido
proceso substantivo", que significa que los actos públicos deben
contener un substrato de justicia intrínseca, de modo que cuando
de restricción a determinados derechos se trata, esta regla impone
el deber de que dicha limitación se encuentre justificada por una
razón de peso suficiente para legitimar su contradicción con el
principio general de igualdad. Así, un acto limitativo de derechos
es razonable  cuando  cumple  con  una triple  condición:  debe  ser
necesario, idóneo y proporcional. La necesidad de una medida hace
directa referencia a la existencia de una base fáctica que haga
preciso  proteger  algún  bien  o  conjunto  de  bienes  de  la
colectividad –o de un determinado grupo- mediante la adopción de
una medida de diferenciación. Es decir, que si dicha actuación no
es realizada, importantes intereses públicos van a ser lesionados.
Si la limitación no es necesaria, tampoco podrá ser considerada
como  razonable,  y  por  ende  constitucionalmente  válida.  La
idoneidad, por su parte, importa un juicio referente a si el tipo
de restricción que será adoptado cumple o no con la finalidad de
satisfacer la necesidad detectada. La inidoneidad de la medida nos
indicaría que pueden existir otros mecanismos que en mejor manera
solucionen  la  necesidad  existente,  pudiendo  algunos  de  ellos
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cumplir con la finalidad propuesta sin restringir el disfrute del
derecho en cuestión. Por su parte, la proporcionalidad nos remite
a un juicio de necesaria comparación entre la finalidad perseguida
por el acto y el tipo de restricción que se impone o pretende
imponer,  de  manera  que  la  limitación  no  sea  de  entidad
marcadamente  superior  al  beneficio  que  con  ella  se  pretende
obtener en beneficio de la colectividad. De los últimos elementos,
podría decirse que el primero se basa en un juicio cualitativo, en
cuanto que el segundo parte de una comparación cuantitativa de los
dos objetos analizados. También, sobre el tema, en la sentencia
número 5236-99 de las catorce horas del siete de julio de este
año, se dispuso:

"Para  realizar  el  juicio  de  razonabilidad  la  doctrina
estadounidense invita a examinar, en primer término, la llamada "
razonabilidad técnica" dentro de la que se examina la norma en
concreto (ley, reglamento, etc.). Establecido que la norma elegida
es  la  adecuada  para  regular  determinada  materia,  habrá  que
examinar si hay proporcionalidad entre el medio escogido y el fin
buscado. Superado el criterio de "razonabilidad técnica" hay que
analizar la " razonabilidad jurídica" . Para lo cual esta doctrina
propone examinar: a) razonabilidad ponderativa , que es un tipo de
valoración jurídica a la que se concurre cuando ante la existencia
de  un  determinado  antecedente  (ej.  ingreso)  se  exige  una
determinada prestación (ej. tributo), debiendo en este supuesto
establecerse si la misma es equivalente o proporcionada; b ) la
razonabilidad de igualdad, es el tipo de valoración jurídica que
parte  de  que  ante  iguales  antecedentes  deben  haber  iguales
consecuencias, sin excepciones arbitrarias; c) razonabilidad en el
fin  : en este punto se valora si el objetivo a alcanzar, no
ofende  los  fines  previstos  en  la constitución.  Dentro  de  este
mismo  análisis,  no  basta  con  afirmar  que  un  medio  sea
razonablemente adecuado a un fin; es necesario, además, verificar
la índole y el tamaño de la limitación que por ese medio debe
soportar un derecho personal. De esta manera, si al mismo fin se
puede llegar buscando otro medio que produzca una limitación menos
gravosa  a  los  derechos  personales,  el  medio  escogido  no  es
razonable (en similar sentido pueden consultarse las sentencias
números 1738-92, de las once horas cuarenta y cinco minutos del
primero de julio de mil novecientos noventa y dos y 08858-98 de
las  dieciséis  horas  con  treinta  y  tres  minutos  del  quince  de
diciembre de mil novecientos noventa y ocho). La doctrina alemana
hizo un aporte importante al tema de la "razonabilidad " al lograr
identificar,  de  una  manera  muy  clara,  sus  componentes:
legitimidad, idoneidad,  necesidad  y  proporcionalidad  en sentido
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estricto, ideas que desarrolla afirmando que "... La legitimidad
se refiere a que el objetivo pretendido con el acto o disposición
impugnado  no  debe  estar,  al  menos,  legalmente  prohibido;  l  a
idoneidad indica que la medida estatal cuestionada deber ser apta
para alcanzar efectivamente el objetivo pretendido; l a necesidad
significa que entre varias medidas igualmente aptas para alcanzar
tal  objetivo,  debe  la  autoridad  competente  elegir  aquella  que
afecte lo menos posible la esfera jurídica de la persona; y l a
proporcionalidad  en  sentido  estricto  dispone  que  aparte  del
requisito de que la norma sea apta y necesaria, lo ordenado por
ella no debe estar fuera de proporción con respecto al objetivo
pretendido, o sea, no le sea "exigible" al individuo…" (sentencia
de esta Sala número 3933-98 de las nueve horas cincuenta y nueve
minutos del doce de junio de mil novecientos noventa y ocho)." 

Razonabilidad de la ley como parámetro de constitucionalidad
[SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA]4

VI.- Artículo 2 (el tema de los derechos adquiridos para optar por
una  jubilación  o  pensión  ordinaria).-  Los  accionantes  también
argumentan que el plazo de dieciocho meses, establecido por la ley
para optar por una pensión ordinaria, como plazo intermedio para
alegar derechos adquiridos, es irrazonable y a pesar de que en el
escrito interposición de la acción, prácticamente se sugiere un
texto sustitutivo del vigente, no atinan a indicar en qué consiste
esa irrazonabilidad. Empece a la omisión, debido especialmente a
que el alegato de irrazonabilidad de la ley es reiterado por los
accionantes  de  diversas  maneras,  este  Tribunal  estima  prudente
hacer referencia a lo que se considera es la "razonabilidad de la
ley como parámetro de constitucionalidad" . Conviene recordar, en
primer término, que la "razonabilidad de la ley" nació como parte
del  "debido  proceso  sustantivo"  (  substantive  due  process  of
law ), garantía creada por la jurisprudencia de la Suprema Corte
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de los Estados Unidos de América, al hilo de la Enmienda XIV a la
Constitución Federal. En la concepción inicial "debido proceso" se
dirigió  al  enjuiciamiento  procesal  del  acto  legislativo  y  su
efecto sobre los derechos sustantivos. Al finalizar el siglo XIX,
sin embargo, superó aquella concepción procesal que le había dado
origen y se elevó a un recurso axiológico que limita el accionar
del órgano legislativo. A partir de entonces podemos hablar del
debido  proceso  como  una  garantía  genérica  de  la  libertad,  es
decir,  como una garantía sustantiva. La superación del "debido
proceso"  como  garantía  procesal  obedece,  básicamente,  a  que
también la ley que se ha ajustado al procedimiento establecido y
es válida y eficaz, puede lesionar el Derecho de la Constitución.
Para  realizar  el  juicio  de  razonabilidad  la  doctrina
estadounidense invita a examinar, en primer término, la llamada "
razonabilidad técnica" dentro de la que se examina la norma en
concreto (ley, reglamento, etc.). Establecido que la norma elegida
es  la  adecuada  para  regular  determinada  materia,  habrá  que
examinar si hay proporcionalidad entre el medio escogido y el fin
buscado. Superado el criterio de "razonabilidad técnica" hay que
analizar la " razonabilidad jurídica" . Para lo cual esta doctrina
propone examinar: a) razonabilidad ponderativa , que es un tipo de
valoración jurídica a la que se concurre cuando ante la existencia
de  un  determinado  antecedente  (ej.  ingreso)  se  exige  una
determinada prestación (ej. tributo), debiendo en este supuesto
establecerse si la misma es equivalente o proporcionada; b ) la
razonabilidad de igualdad, es el tipo de valoración jurídica que
parte  de  que  ante  iguales  antecedentes  deben  haber  iguales
consecuencias, sin excepciones arbitrarias; c) razonabilidad en el
fin  : en este punto se valora si el objetivo a alcanzar, no
ofende  los  fines  previstos  en  la constitución.  Dentro  de  este
mismo  análisis,  no  basta  con  afirmar  que  un  medio  sea
razonablemente adecuado a un fin; es necesario, además, verificar
la índole y el tamaño de la limitación que por ese medio debe
soportar un derecho personal. De esta manera, si al mismo fin se
puede llegar buscando otro medio que produzca una limitación menos
gravosa  a  los  derechos  personales,  el  medio  escogido  no  es
razonable (en similar sentido pueden consultarse las sentencias
números 1738-92, de las once horas cuarenta y cinco minutos del
primero de julio de mil novecientos noventa y dos y 08858-98 de
las  dieciséis  horas  con  treinta  y  tres  minutos  del  quince  de
diciembre de mil novecientos noventa y ocho). La doctrina alemana
hizo un aporte importante al tema de la "razonabilidad " al lograr
identificar,  de  una  manera  muy  clara,  sus  componentes:
legitimidad, idoneidad,  necesidad  y  proporcionalidad  en sentido
estricto, ideas que desarrolla afirmando que "... La legitimidad
se refiere a que el objetivo pretendido con el acto o disposición
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impugnado  no  debe  estar,  al  menos,  legalmente  prohibido;  l  a
idoneidad indica que la medida estatal cuestionada deber ser apta
para alcanzar efectivamente el objetivo pretendido; l a necesidad
significa que entre varias medidas igualmente aptas para alcanzar
tal  objetivo,  debe  la  autoridad  competente  elegir  aquella  que
afecte lo menos posible la esfera jurídica de la persona; y l a
proporcionalidad  en  sentido  estricto  dispone  que  aparte  del
requisito de que la norma sea apta y necesaria, lo ordenado por
ella no debe estar fuera de proporción con respecto al objetivo
pretendido, o sea, no le sea "exigible" al individuo…" (sentencia
de esta Sala número 3933-98 de las nueve horas cincuenta y nueve
minutos del doce de junio de mil novecientos noventa y ocho). En
el  sentido  del  criterio  anteriormente  expuesto,  esta  Sala  ha
venido  aplicando  la  institución  en  su  jurisprudencia.  Veamos,
ahora,  el  análisis  del  caso  concreto.  Sobre  la  prueba  de
"razonabilidad"  : Para emprender un examen de razonabilidad de
una norma, el Tribunal Constitucional requiere que la parte aporte
prueba  o  al  menos elementos de  juicio  en los que  sustente  su
argumentación e igual carga procesal le corresponde a quien rebata
los argumentos de la acción y la falta en el cumplimiento de estos
requisitos,  hace  inaceptables  los  alegatos  de
inconstitucionalidad.  Lo  anterior,  debido  a  que  no  es  posible
hacer un análisis de "razonabilidad " sin la existencia de una
línea  argumentativa  coherente  que  se  encuentre  probatoriamente
respaldada. Ello desde luego, cuando no se trate de casos cuya
"irrazonabilidad " sea evidente y manifiesta. Retomando el alegato
sobre la irrazonabilidad del plazo de dieciocho meses para optar
por una pensión ordinaria, la Sala advierte que los accionantes no
sólo no indican lo motivos que les llevan a concluir que la norma
cuestionada es irrazonable, sino que tampoco aportan prueba alguna
que permita a este Tribunal llegar a esa conclusión, transformando
el  debate  en  la  exposición  de  conceptos  subjetivos.  Por  otra
parte,  el  caso  no  presenta  las  características  de  ser  una
situación de "irrazonabilidad" evidente y manifiesta que además
sea  fácilmente perceptible, antes bien, de manera abstracta se
puede  indicar  que  la  norma  se  ajusta  al  fin  de  la  reforma
legislativa,  cual  es  corregir  las  distorsiones  del  sistema  de
pensiones derogado, creando de manera paralela un nuevo sistema
que resguarda el "derecho de pertenencia al régimen del Magisterio
Nacional"  que  esta  Sala  ha  reconocido  como  un  derecho  de  los
cotizantes. Es por lo expuesto que la Sala estima que este extremo
de la acción resulta improcedente. 
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[SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA] 5

"Para  realizar  el  juicio  de  razonabilidad  la  doctrina
estadounidense invita a examinar, en primer término, la llamada
'razonabilidad técnica' dentro de la que se examina la norma en
concreto (ley, Reglamento, etc.). Establecido que la norma elegida
es  la  adecuada  para  regular  determinada  materia,  habrá  que
examinar si hay proporcionalidad entre el medio escogido y el fin
buscado. Superado el criterio de 'razonabilidad técnica' hay que
analizar la 'razonabilidad jurídica'. Para lo cual esta doctrina
propone examinar: a) razonabilidad ponderativa, que es un tipo de
valoración jurídica a la que se concurre cuando ante la existencia
de  un  determinado  antecedente  (ej.  ingreso)  se  exige  una
determinada prestación (ej. tributo), debiendo en este supuesto
establecerse si la misma es equivalente o proporcionada; b) la
razonabilidad de igualdad, es el tipo de valoración jurídica que
parte  de  que  ante  iguales  antecedentes  deben  haber  iguales
consecuencias, sin excepciones arbitrarias; c) razonabilidad en el
fin: en este punto se valora si el objetivo a alcanzar, no ofende
los  fines  previstos  en  la  Constitución.  Dentro  de  este  mismo
análisis, no basta con afirmar que un medio sea razonablemente
adecuado a un fin; es necesario, además, verificar la índole y el
tamaño de la limitación que por ese medio debe soportar un derecho
personal. De esta manera, si al mismo fin se puede llegar buscando
otro  medio  que  produzca  una  limitación  menos  gravosa  a  los
derechos personales, el medio escogido no es razonable (en similar
sentido pueden consultarse las sentencias números 1738-92, de las
once horas cuarenta y cinco minutos del primero de julio de mil
novecientos noventa y dos y 08858-98 de las dieciséis horas con
treinta y tres minutos del quince de diciembre de mil novecientos
noventa y ocho). La doctrina alemana hizo un aporte importante al
tema de la 'razonabilidad' al lograr identificar, de una manera
muy clara, sus componentes: legitimidad, idoneidad, necesidad y
proporcionalidad  en  sentido  estricto,  ideas  que  desarrolla
afirmando  que  '...La  legitimidad  se  refiere a  que  el  objetivo
pretendido con el acto o disposición impugnado no debe estar, al
menos,  legalmente prohibido; la idoneidad indica que la medida
estatal cuestionada deber ser apta para alcanzar efectivamente el
objetivo  pretendido;  la  necesidad  significa  que  entre  varias
medidas  igualmente  aptas  para  alcanzar  tal  objetivo,  debe  la
autoridad competente elegir aquella que afecte lo menos posible la
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esfera jurídica de la persona; y la proporcionalidad en sentido
estricto dispone que aparte del requisito de que la norma sea apta
y  necesaria,  lo  ordenado  por  ella  no  debe  estar  fuera  de
proporción con respecto al objetivo pretendido, o sea, no le sea
'exigible' al individuo…' (sentencia de esta Sala número 3933-98
de las nueve horas cincuenta y nueve minutos del doce de junio de
mil  novecientos  noventa  y  ocho).  En  el  sentido  del  criterio
anteriormente  expuesto,  esta  Sala  ha  venido  aplicando  la
institución en su jurisprudencia." Sentencia No. 5236-99. En el
mismo sentido, véanse las sentencias 2001-012953 del 18/12/2001;
2001-006678  del  11/07/2001;  2000-011013  del  13/12/2000;  2000-
003445 del 26/04/2000; 2000-008744 del 04/10/2000 y 2001-008441
del 24/08/2001.

Un aspecto determinante en este tema, que se ha presentado en la
justicia constitucional comparada, es determinar, en casos en que
se juzga la razonabilidad de una norma, a quién corresponde la
carga de la prueba? Más aún, en conexión con esa interrogante, se
cuestiona si se debe presumir la razonabilidad de las normas, o si
debe presumirse su irrazonabilidad. Las soluciones que se han dado
en otros medios han sido dispares, si bien, en el caso de este
Tribunal, la tesis ha sido reiterada, señalándose que:

"...Para emprender un examen de razonabilidad de una norma, el
Tribunal Constitucional requiere que la parte aporte prueba o al
menos elementos de juicio en los que sustente su argumentación e
igual carga procesal le corresponde a quien rebata los argumentos
de la acción y la falta en el cumplimiento de estos requisitos,
hace  inaceptables  los  alegatos  de  inconstitucionalidad.  Lo
anterior,  debido  a  que  no  es  posible  hacer  un  análisis  de
'razonabilidad'  sin  la  existencia  de  una  línea  argumentativa
coherente que se encuentre probatoriamente respaldada. Ello desde
luego,  cuando  no  se  trate  de casos  cuya  'irrazonabilidad'  sea
evidente  y  manifiesta."  Sentencia  No.  5236-99.  En  el  mismo
sentido, véanse las sentencias 2001-012953 del 18/12/2001; 2001-
006678 del 11/07/2001; 2000-011013 del 13/12/2000; 2000-003445 del
26/04/2000;  2000-008744  del  04/10/2000  y  2001-008441  del
24/08/2001.

Partiendo  de  esa  base  conceptual,  una  vez  examinadas  con
detenimiento  las  distintas  argumentaciones  de  los  accionantes,
lamentablemente, debe señalarse que en ninguno de los casos atinan
a  acreditar,  en  debida  forma  y  con  prueba  idónea,  la
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irrazonabilidad técnica o jurídica de la norma que impugnan. Como
se ha visto, para esta Sala, de forma reiterada, un simple alegato
de irrazonabilidad no basta para lograr la nulidad de una norma
legal. La  legitimidad democrática de las disposiciones legales,
impide  a  este  Tribunal  asumir  el  papel  de  contralor  de  la
razonabilidad  de  las  leyes,  en  casos  en  los  cuales  no  es
manifiesta su irrazonabilidad, o bien, en aquellos casos en que no
ha existido una clara demostración por parte del interesado, de la
irrazonabilidad técnica o jurídica de la norma o de sus efectos.
Más aún, no aciertan los accionantes en señalar si estiman que la
norma  quebranta  la  llamada  razonabilidad  técnica  o  bien,  la
razonabilidad jurídica de la norma impugnada. En todo caso, para
satisfacer la demanda ciudadana de ver resueltas por el fondo sus
pretensiones ante este Tribunal, cabe señalar que no encuentra, la
mayoría de la Sala, motivos suficientes para entender que la norma
quebrante  las  reglas  de  la  razonabilidad técnica.  La  norma  en
concreto  busca  alivianar  los  compromisos  presupuestarios  del
Estado  y  sus  instituciones,  durante  un  plazo  determinado  y
claramente  establecido,  de  modo  que  se  vean  mejoradas  sus
finanzas, ante la necesidad urgente de aplicar medidas para paliar
el déficit público, que ha venido creciendo año con año, de forma
exponencial. Esto se logra, para el legislador, con dos distintas
medidas: (a) disminuir el gasto público, para lo cual, en lo que
aquí  interesa,  se  optó  por  congelar  la  base  de  los  salarios
mayores a un millón de colones, entre otras medidas y (b) aumentar
la recaudación  fiscal,  introduciendo  tributos  extraordinarios a
cargo  de  asalariados  y  demás  contribuyentes.  En  ese  marco  de
referencia, no encuentra la mayoría de la Sala evidencias de una
manifiesta arbitrariedad o inidoneidad de la norma para alcanzar
el  fin  deseado,  es  decir,  mejorar  las  deficitarias  finanzas
públicas. De hecho, es claro que el ahorro producido por efecto de
la norma contribuye a no aumentar el déficit fiscal. Cumplido el
examen  de  razonabilidad  técnica,  cabe  entrar  a  valorar  la
razonabilidad jurídica, excluyendo en el examen, la razonabilidad
de igualdad, por haber sido ya evaluada. Nuevamente, la mayoría de
la Sala no encuentra evidencias de una irrazonabilidad manifiesta,
al no verse quebrantadas las normas que rigen la razonabilidad
ponderativa y la razonabilidad en el fin. Resulta razonable que,
adoptada  la  decisión  de  disminuir  el  déficit  público,  el
legislador  opte  por  establecer  un  mecanismo  para  no  ver
incrementado  el  rubro  salarial,  de  modo  que  se  congela  el
incremento  salarial  por  un  plazo  determinado,  a  aquellos
funcionarios  que  tienen  asegurado  un  ingreso  económico  muy
superior  al  salario  mínimo  de  un  funcionario  público.  No  se
evidencia  tampoco,  irrazonabilidad  en  el  fin. Es  claro  que  el
déficit fiscal es una problemática nacional que exige, de todos y
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todas  los  y  las  costarricenses,  un  aporte  proporcional  a  su
capacidad contributiva o de sacrificio económico en procura del
bien común. Se trata de una consecuencia de la consabida cláusula
del  Estado  Social  de  Derecho.  Para  unos,  en  esa  propuesta
legislativa,  dicho  aporte  solidario  está  representado  por  un
aumento  en  su  carga  tributaria.  Para  otros,  dicho  sacrificio
implica  ver  congelado  su  ingreso  salarial y  ajustada  la  carga
tributaria que pesa sobre éste. El medio elegido no luce, en ese
contexto,  arbitrario  ni  irrazonable,  para  la  mayoría  de  este
Tribunal. Cabe, finalmente, examinar algo que debe entender esta
Sala, está dirigido a acreditar, por parte de los accionantes, un
efecto  irrazonable  de  la  norma.  Se  trata  de  las  alegaciones
mediante las cuales se afirma, sin demostrar a satisfacción de
este Tribunal, los efectos de la norma en el tiempo. Si bien se
formulan alegatos en ese sentido, éstos no están sustentados en "
una línea argumentativa coherente que se encuentre probatoriamente
respaldada". Tal y como lo ha sustentado reiteradamente esta Sala,
no cabe sustentar una irrazonabilidad en apreciaciones de valor o
simples afirmaciones de los accionantes. Es carga del accionante
demostrar, de forma coherente y consistente, que producto de la
norma, sea de sus efectos, se generan distorsiones en la escala
salarial de las entidades públicas. Una vez comprobadas en debida
forma tales distorsiones y solo en ese momento, es que el Tribunal
queda  en  posición  de  establecer  si  ese  efecto  puede  o  no
considerarse  inconstitucional.  Al  extrañarse  prueba  de  tal
situación,  debe  la  Sala,  por  mayoría,  optar  por  rechazar  el
alegato por el fondo. 

Principio constitucional de razonabilidad

[SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA]6

III.- Sobre el fondo. Esta Sala en su jurisprudencia ha sido clara
en  señalar  que  el  principio  de  razonabilidad  constituye  un
parámetro  de  constitucionalidad.  Conviene  recordar,  que  la
"razonabilidad de la ley" nació como parte del "debido proceso
sustantivo" ( substantive due process of law ), garantía creada
por la jurisprudencia de la Suprema Corte de los Estados Unidos de
América, al hilo de la Enmienda XIV a la Constitución Federal. En
la  concepción  inicial  "debido  proceso"  se  dirigió  al
enjuiciamiento procesal del acto legislativo y su efecto sobre los
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derechos  sustantivos.  Al  finalizar  el  siglo  XIX,  sin  embargo,
superó aquella concepción procesal que le había dado origen y se
elevó a un recurso axiológico que limita el accionar del órgano
legislativo.  A  partir  de  entonces  podemos  hablar  del  debido
proceso como una garantía genérica de la libertad, es decir, como
una garantía sustantiva. La superación del "debido proceso" como
garantía procesal obedece, básicamente, a que también la ley que
se ha ajustado al procedimiento establecido y es válida y eficaz,
puede lesionar el Derecho de la Constitución. Para realizar el
juicio  de  razonabilidad  la  doctrina  estadounidense  invita  a
examinar, en primer término, la llamada  " razonabilidad técnica"
dentro de la que se examina la norma en concreto (ley, reglamento,
etc.).  Establecido  que  la  norma  elegida  es  la  adecuada  para
regular  determinada  materia,  habrá  que  examinar  si  hay
proporcionalidad  entre  el  medio  escogido  y  el  fin  buscado.
Superado el criterio de "razonabilidad técnica"  hay que analizar
la " razonabilidad jurídica" . Para lo cual se propone examinar:
a)   razonabilidad  ponderativa  ,  que  es  un  tipo  de  valoración
jurídica a la que se concurre cuando ante la existencia de un
determinado  antecedente  (ej.  ingreso)  se  exige  una  determinada
prestación (ej. tributo), debiendo en este supuesto establecerse
si la misma es equivalente o proporcionada; b) la razonabilidad de
igualdad,  es el tipo de valoración jurídica que parte de que ante
iguales  antecedentes  deben  haber  iguales  consecuencias,  sin
excepciones arbitrarias; c)  razonabilidad en el fin  : en este
punto se valora si el objetivo a alcanzar, no ofende los fines
previstos en la constitución. Dentro de este mismo análisis, no
basta con afirmar que un medio sea razonablemente adecuado a un
fin; es necesario, además, verificar la índole y el tamaño de la
limitación que por ese medio debe soportar un derecho personal. De
esta manera, si al mismo fin se puede llegar buscando otro medio
que  produzca  una  limitación  menos  gravosa  a  los  derechos
personales, el medio escogido no es razonable. Fue en la sentencia
número 01739-92, de las once horas cuarenta y cinco minutos del
primero  de  julio  de  mil  novecientos  noventa  y  dos,  donde  por
primera  vez  esta  Sala  intentó  definir  este  principio,  de  la
siguiente manera:

"La razonabilidad como parámetro de interpretación constitucional.
Pero aún se dio un paso más en la tradición jurisprudencial anglo–
norteamericana, al extenderse el concepto del debido proceso a lo
que en esa tradición se conoce como debido sustantivo o sustancial
–substantive due process of law–, que, en realidad, aunque no se
refiere  a  ninguna  materia  procesal,  constituyó  un  ingenioso
mecanismo ideado por la Corte Suprema de los Estados Unidos para
afirmar su jurisdicción sobre los Estados federados, al hilo de la
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Enmienda XIV a la Constitución Federal, pero que entre nosotros,
sobre todo a falta de esa necesidad, equivaldría sencillamente al
principio de razonabilidad de las leyes y otras normas o actos
públicos, o incluso privados, como requisito de su propia validez
constitucional, en el sentido de que deben ajustarse, no sólo a
las normas o preceptos concretos de la Constitución, sino también
al sentido de justicia contenido en ella, el cual implica, a su
vez,  el  cumplimiento  de  exigencias  fundamentales  de  equidad,
proporcionalidad y razonabilidad, entendidas éstas como idoneidad
para realizar los fines propuestos, los principios supuestos y los
valores presupuestos en el Derecho de la Constitución.

De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de
autoridad  requieran  para  su  validez,  no  sólo  haber  sido
promulgados por órganos competentes y procedimientos debidos, sino
también pasar la revisión de fondo por su concordancia con las
normas, principios y valores supremos de la Constitución (formal y
material),  como  son  los  de  orden,  paz,  seguridad,  justicia,
libertad, etc., que se configuran como patrones de razonabilidad.
Es decir, que una norma o acto público o privado sólo es válido
cuando, además de su conformidad formal con la Constitución, esté
razonablemente  fundado  y  justificado  conforme  a  la  ideología
constitucional. De esta manera se procura, no sólo que la ley no
sea  irracional,  arbitraria  o  caprichosa,  sino  además  que  los
medios seleccionados tengan una relación real y sustancial con su
objeto. Se distingue entonces entre razonabilidad técnica, que es,
como  se  dijo,  la  proporcionalidad  entre  medios  y  fines;
razonabilidad  jurídica,  o  la  adecuación  a  la  Constitución  en
general, y en especial, a los derechos y libertades reconocidos o
supuestos  por ella; y finalmente, razonabilidad de los efectos
sobre los derechos personales, en el sentido de no imponer a esos
derechos  otras  limitaciones  o  cargas  que  las  razonablemente
derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni
mayores que las indispensables para que funcionen razonablemente
en la vida de la sociedad."

IV.- La doctrina alemana hizo un aporte importante al tema de la
"razonabilidad" al lograr identificar, de una manera clara, sus
componentes: legitimidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad
en sentido estricto , componentes que esta Sala ha aceptado como
propios, al considerar:

".. . La legitimidad se refiere a que el objetivo pretendido con
el  acto  o  disposición  impugnado  no  debe  estar,  al  menos,
legalmente prohibido; la idoneidad indica que la medida estatal
cuestionada deber ser apta para alcanzar efectivamente el objetivo
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pretendido;  la  necesidad  significa  que  entre  varias  medidas
igualmente aptas para alcanzar tal objetivo, debe la autoridad
competente elegir aquella que afecte lo menos posible la esfera
jurídica de la persona; y la proporcionalidad en sentido estricto
dispone  que  aparte  del  requisito  de  que  la  norma  sea  apta  y
necesaria, lo ordenado por ella no debe estar fuera de proporción
con respecto al objetivo pretendido, o sea, no le sea "exigible"
al individuo ... (sentencia número 03933-98).

Por su parte, en la sentencia número 08858-98, se indicaron las
pautas  para  analizar  la  razonabilidad,  tanto  de  los  actos
administrativos como de las normas de carácter general:

"Así, un acto limitativo de derechos es razonable cuando cumple
con una triple condición: es necesario , idóneo y proporcional .
La necesidad de una medida hace directa referencia a la existencia
de  una  base  fáctica  que  haga  preciso  proteger  algún  bien  o
conjunto de bienes de la colectividad -o de un determinado grupo-
mediante la adopción de una medida de diferenciación. Es decir,
que  si  dicha  actuación  no  es  realizada,  importantes  intereses
públicos van a ser lesionados. Si la limitación no es necesaria,
tampoco  podrá  ser  considerada  como  razonable,  y  por  ende
constitucionalmente válida. La idoneidad , por su parte, importa
un juicio referente a si el tipo de restricción a ser adoptado
cumple o no con la finalidad de satisfacer la necesidad detectada.
La inidoneidad de la medida nos indicaría que pueden existir otros
mecanismos que en mejor manera solucionen la necesidad existente,
pudiendo algunos de ellos cumplir con la finalidad propuesta sin
restringir el disfrute del derecho en cuestión. Por su parte, la
proporcionalidad nos remite a un juicio de necesaria comparación
entre la finalidad perseguida por el acto y el tipo de restricción
que se impone o pretende imponer, de manera que la limitación no
sea de entidad marcadamente superior al beneficio que con ella se
pretende  obtener  en  beneficio  de  la  colectividad.  De  los  dos
últimos elementos, podría decirse que el primero se basa en un
juicio  cualitativo,  en  cuanto  que  el  segundo  parte  de  una
comparación cuantitativa de los dos objetos analizados."

Por último, en sentencia número 05236-99, de las catorce horas del
siete de  julio de mil novecientos noventa y nueve, al hacerse
mención  del  principio  de  razonabilidad  constitucional  como
parámetro  constitucional,  se  hace  de  una  manera  práctica,  es
decir, con miras de poder realizar el examen constitucional de las
norma y actos impugnados ante este Tribunal Constitucional:

"En el sentido del criterio anteriormente expuesto, esta Sala ha
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venido  aplicando  la  institución  en  su  jurisprudencia.  Veamos,
ahora,  el  análisis  del  caso  concreto.  Sobre  la  prueba  de
"razonabilidad" : Para emprender un examen de razonabilidad de una
norma,  el Tribunal Constitucional requiere que la parte aporte
prueba  o  al  menos elementos de  juicio  en los que  sustente  su
argumentación e igual carga procesal le corresponde a quien rebata
los argumentos de la acción y la falta en el cumplimiento de estos
requisitos,  hace  inaceptables  los  alegatos  de
inconstitucionalidad.  Lo  anterior,  debido  a  que  no  es  posible
hacer un análisis de "razonabilidad " sin la existencia de una
línea  argumentativa  coherente  que  se  encuentre  probatoriamente
respaldada. Ello desde luego, cuando no se trate de casos cuya
«irrazonabilidad » sea evidente y manifiesta."

[SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA]7

IX.-  Sobre  el  principio  constitucional  de  razonabilidad.  El
principio  de  razonabilidad,  surge  del  llamado  "debido  proceso
substantivo", es decir, que los actos públicos deben contener un
substrato  de  justicia  intrínseca.  Cuando  de  restricción  a
determinados derechos se trata, esta regla impone el deber de que
dicha limitación se encuentre justificada, por una razón de peso
suficiente  para  legitimar  su  contradicción  con  el  principio
general de igualdad. 

Un acto limitativo de derechos es razonable cuando cumple con una
triple condición: debe ser necesario, idóneo y proporcional. La
necesidad de una medida hace directa referencia a la existencia de
una base fáctica que haga preciso proteger algún bien o conjunto
de  bienes  de  la  colectividad  -  o  de  un  determinado  grupo  -
mediante la adopción de una medida de diferenciación. Es decir,
que  si  dicha  actuación  no  es  realizada,  importantes  intereses
públicos van a ser lesionados. Si la limitación no es necesaria,
tampoco  podrá  ser  considerada  como  razonable,  y  por  ende
constitucionalmente válida. La idoneidad, por su parte, importa un
juicio referente a si el tipo de restricción a ser adoptado cumple
o no con la finalidad de satisfacer la necesidad detectada. La
inidoneidad de la medida nos indicaría que pueden existir otros
mecanismos que en mejor manera solucionen la necesidad existente,
pudiendo algunos de ellos cumplir con la finalidad propuesta sin
restringir el disfrute del derecho en cuestión. Por su parte, la
proporcionalidad nos remite a un juicio de necesaria comparación
entre la finalidad perseguida por el acto y el tipo de restricción
que se impone o pretende imponer, de manera que la limitación no
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sea de entidad marcadamente superior al beneficio que con ella se
pretende  obtener  en  beneficio  de  la  colectividad.  De  los  dos
últimos elementos, podría decirse que el primero se basa en un
juicio  cualitativo,  en  cuanto  que  el  segundo  parte  de  una
comparación  cuantitativa  de  los  dos  objetos  analizados.  Visto
ésto,  cabe  ahora  pasar  a  discutir  si  la  norma  del  numeral
impugnado es razonable desde el punto de vista constitucional, que
acaba de ser mencionado. 

En otra ocasión, esta Sala tuvo la oportunidad de pronunciarse
respecto  del  principio  de  razonabilidad,  en  los  siguientes
términos: 

"Pero  aun  se  dio  un  paso  más  en  la  tradición  jurisprudencial
anglo-norteamericana, al extenderse el concepto del debido proceso
a lo  que  en esa tradición  se  conoce como debido  sustantivo  o
sustancial -substantive due process of law-, que, en realidad,
aunque no se refiere a ninguna materia procesal, constituyó un
ingenioso mecanismo ideado por la Corte Suprema de los Estados
Unidos para afirmar su jurisdicción sobre los Estados federados,
al hilo de la Enmienda XIV a la Constitución Federal, pero que
entre nosotros, sobre todo a falta de esa necesidad, equivaldría
sencillamente al principio de razonabilidad de las leyes y otras
normas o actos públicos, o incluso privados, como requisito de su
propia  validez  constitucional,  en  el  sentido  de  que  deben
ajustarse,  no  sólo  a  las  normas  o  preceptos  concretos  de  la
Constitución, sino también al sentido de justicia contenido en
ella, el cual implica, a su vez, el cumplimiento de exigencias
fundamentales  de  equidad,  proporcionalidad  y  razonabilidad,
entendidas  éstas  como  idoneidad  para  realizar  los  fines
propuestos, los principios supuestos y los valores presupuestos en
el Derecho de la Constitución. 

De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de
autoridad  requieran  para  su  validez,  no  sólo  haber  sido
promulgados por órganos competentes y procedimientos debidos, sino
también pasar la revisión de fondo por su concordancia con las
normas, principios y valores supremos de la Constitución (formal y
material),  como  son  los  de  orden,  paz,  seguridad,  justicia,
libertad, etc., que se configuran como patrones de razonabilidad.
Es decir, que una norma o acto público o privado sólo es válido
cuando, además de su conformidad formal con la Constitución, esté
razonablemente  fundado  y  justificado  conforme  a  la  ideología
constitucional. De esta manera se procura, no sólo que la ley no
sea  irracional,  arbitraria  o  caprichosa,  sino  además  que  los
medios seleccionados tengan una relación real y sustancial con su
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objeto. Se distingue entonces entre razonabilidad técnica, que es,
como  se  dijo,  la  proporcionalidad  entre  medios  y  fines;
razonabilidad  jurídica,  o  la  adecuación  a  la  Constitución  en
general, y en especial, a los derechos y libertades reconocidos o
supuestos  por ella; y finalmente, razonabilidad de los efectos
sobre los derechos personales, en el sentido de no imponer a esos
derechos  otras  limitaciones  o  cargas  que  las  razonablemente
derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni
mayores que las indispensables para que funcionen razonablemente
en la vida de la sociedad." (Voto número 1739-92, de las once
horas  cuarenta  y  cinco  minutos  del  primero  de  julio  de  mil
novecientos noventa y dos) 
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